TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL FAMILIA 

  
Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

  
Pereira, veintiuno de mayo de dos mil nueve.

  
Acta No. 214 del 21 de mayo de 2009.        

          
Expediente 66001-31-10-002-2003-01002-01

Procede esta Sala de Decisión a resolver el recurso de apelación interpuesto por Teresita Grajales Adarve, contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Familia de la ciudad, en el proceso ordinario sobre unión marital de hecho que promovió contra los señores Ángel Alberto, Javier Ignacio y Adriana Reina Casas, en su calidad de herederos determinados del señor Ángel Abdón Reina García y contra los demás indeterminados. 

I      ANTECEDENTES 

1.- Pretende la actora con la acción instaurada se declare la existencia de la unión marital de hecho entre ella y el señor Ángel Abdon Reina García, entre el 15 de marzo de 1995 y el 3 de marzo de 2003 y en consecuencia, la de una sociedad de bienes que debe ser declarada disuelta y en estado de liquidación.

2.- Como hechos constitutivos de la causa petendi, la demanda invoca los que a continuación se sintetizan:

2.1. El señor Ángel Abdón Reina García contrajo matrimonio con la señora Yolanda Casas de Reina, unión de la que nacieron sus hijos Ángel Alberto, Javier Ignacio y Adriana Reina Casas.

2.2. Los citados esposos se divorciaron y por escritura pública disolvieron y liquidaron su sociedad conyugal.

2.3. Por sentencia del 10 de febrero de 1988, proferida por el Tribunal Superior de Pereira, se decretó la separación de cuerpos de los esposos Teresita Grajales Adarve y Jaime de Jesús Ladino Ríos y se declaró disuelta su sociedad conyugal.
2.4. Desde el 15 de marzo de 1995 los señores Ángel Abdón Reina García y Teresita Grajales Adarve iniciaron su vida marital, la que perduró hasta el 3 de marzo de 2003, fecha en la que el primero falleció. Esa relación fue continua e ininterrumpida, compartieron el mismo techo y el mismo lecho, se trataron como marido y mujer, aunque no tuvieron hijos.

2.5. Posteriormente, al reformar la demanda, se expresó que la unión se inició el 1º de septiembre de 1994, época desde la cual deben reconocérsele efectos patrimoniales.

II      ACTUACIÓN PROCESAL

Mediante proveído del 19 de diciembre de 2003 se admitió la demanda y se ordenó su inscripción sobre los bienes inmuebles identificados con matriculas inmobiliarias No. 290-147299, 290-147293, 290-147292, 290-147296, 290-147297, 290-147298, 290-147294 de la Oficina de Registro e Instrumentos Públicos de Pereira y 294-36441 de la de Dosquebradas, que se denunciaron como de propiedad de la sociedad marital.
Trabada la relación jurídico-procesal los demandados dieron respuesta al libelo de manera oportuna. Negaron la existencia de la unión marital de que dan cuenta los hechos de la demanda; se opusieron a las pretensiones y como excepciones de fondo formularon las de “falta de legitimación en la causa activa”, “falta de los presupuestos sustanciales”, “exclusión de bienes por tener la calidad de propios” y “prescripción”.
Todas se sustentaron en unos mismos hechos y en resumen expresaron que existió una relación amorosa entre el causante y la promotora del proceso que no cumple los elementos propios de la unión marital de hecho, la que se interrumpió entre febrero de 1997 y el 15 de marzo de 1998, y terminó el 1º de noviembre de 2002 cuando la actora viajó a los Estados Unidos.  Agregaron que las acciones para obtener la disolución y liquidación de la sociedad patrimonial prescriben en un año, contado desde la separación definitiva de los compañeros y que el señor Reina García disolvió y liquidó la sociedad conyugal que tuvo con su esposa, de quien no se separó y con quien continuó compartiendo el mismo techo.
De tales excepciones se dio traslado a la demandante que por medio de apoderado se pronunció para solicitar se declararan no probadas y pidió pruebas.

Posteriormente se realizó la audiencia prevista por el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil, sin que se hubiese logrado la conciliación. Luego se decretaron las pruebas que solicitaron las partes y practicadas en lo posible, se les dio traslado para alegar, derecho del que sólo hizo uso la parte actora. 
Antes de dictar la sentencia ordenó el juzgado vincular al proceso a los herederos indeterminados del causante Reina García que también habían sido demandados. Surtido el emplazamiento de rigor sin que alguno se hubiese presentado, se designó un curador ad-litem para que los representara y éste, en su respuesta oportuna al libelo, manifestó oponerse a las pretensiones mientras la actora no acredite los hechos que le sirven de sustento.
III      LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se profirió el 16 de enero de 2008 y en ella se negaron las  súplicas de la demanda. 

Consideró la a-quo que las pruebas recogidas evidencian que el causante nunca cortó relaciones afectivas con su cónyuge Yolanda Casas y que no se configuran dos de los requisitos de permanencia y singularidad que permitan predicar la existencia de la unión marital de hecho entre la demandante y el señor Ángel Abdón Reina García.
IV      LA IMPUGNACIÓN

Apeló la demandante que no se conformó con el fallo proferido. Criticó la valoración probatoria que se hizo a las declaraciones de algunos testigos; considera que esa prueba demuestra la relación de naturaleza marital que tuvo el señor Ángel Abdón Reina,  la que nunca se interrumpió a pesar de su traslado a la ciudad de Cali, una semana antes de fallecer con el fin de recibir atención especializada; también aquella que se hizo a las fotografías en la que aparecen el causante y su legítima esposa porque de ellas no se deduce la existencia de una relación amorosa, sino la simple atención de compromisos familiares.

Además alega que su manifestación, en escritura pública, en el sentido de ser soltera y sin unión marital de hecho, se debió a que adquiría un inmueble para su hija, radicada en el exterior, quien no pudo acudir personalmente a la Notaría ni remitir el poder para otorgarla;  que la desafiliación del señor Ángel como beneficiario suyo a la entidad de seguridad social se produjo porque resultaba más costoso tenerlo así que como trabajador independiente y cotizar con base en un salario mínimo legal y que a la postre uno de sus hijos lo afilió como trabajador dependiente suyo.

Por último se refiere a una serie de actos de los que considera debe deducirse la existencia de la unión marital entre ella y el causante, los que no pueden ser desconocidos para negarle los efectos pretendidos.
V      CONSIDERACIONES 

1) Los presupuestos procesales para proferir sentencia de mérito se encuentran satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.

2)Además las partes están legitimadas en la causa. La demandante al aducir su calidad de compañera permanente del señor Ángel Abdón Reina García y los señores Ángel Alberto, Javier Ignacio y Adriana Reina Casas, en su condición de hijos del citado señor y por ende  sus herederos, como lo acreditan las copias de los documentos de origen notarial que se incorporaron al proceso en el curso de esta instancia, para lo cual fue menester decretar pruebas de manera oficiosa. 
3)Pretende la actora, por medio de la acción propuesta, se declare la existencia de una sociedad patrimonial que surgió como consecuencia de la unión marital entre ella y el señor Reina García. 

La Ley 54 de 1990, por medio de la cual se concedieron efectos a las uniones maritales de hecho, dice en el artículo 1º que a partir de su vigencia y para todos los efectos civiles, así se denomina la formada entre un hombre y una mujer, que sin estar casados hacen una comunidad de vida permanente y singular, disposición de la cual se deducen los requisitos que estructuran esa especial relación, a efectos de obtener su reconocimiento judicial.

Los presupuestos para que se configure sociedad patrimonial entre compañeros permanentes los señala el artículo 2° de la misma ley cuando expresa que ella se presume cuando la unión ha tenido una duración mínima de dos años en el evento de que ninguno de los miembros de la pareja tenga impedimento para contraer matrimonio, pues de ser lo contrario, se exige además que la sociedad o sociedades conyugales anteriores hayan sido disueltas por lo menos un año antes de la fecha en que se inició la unión marital de hecho.

Para construir la presunción legal de sociedad patrimonial entre compañeros permanentes la ley toma como punto de partida la unión marital de hecho específica, que constituye presupuesto indispensable de la referida sociedad. En consecuencia, inicialmente deberá analizarse si ésta existió entre los señores Teresita Grajales Adarve y Ángel Abdón Reina García y si tiene las características de una comunidad de vida, aspecto sobre el cual se pronunció la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia del 12 de diciembre de 2001, con ponencia del Dr. Jorge Santos Ballesteros:

“La comunidad de vida, o comunidad vital o consorcio de vida, es pues un concepto que como acaba de apreciarse está integrado por elementos fácticos objetivos como la convivencia, la ayuda y el socorro mutuos, las relaciones sexuales y la permanencia, y subjetivos otros, como el ánimo mutuo de pertenencia, de unidad y la affectio maritalis, que unidos además a la descendencia común y a las obligaciones y deberes que de tal hecho se derivan, concretan jurídicamente la noción de familia. Destaca la Corte como derivado del ánimo a que se ha hecho referencia, deben surgir de manera indubitable aspectos tales como la convivencia de ordinario bajo un mismo techo, esto es la cohabitación, el compartir lecho y mesa y asumir en forma permanente y estable ese diario quehacer existencial, que por consiguiente implica no una vinculación transitoria o esporádica, sino un proyecto de vida y hogar comunes que, se insiste, no podría darse sin la cohabitación que posibilita que una pareja comparta todos los aspectos y avatares de esa vida en común...”.

Según esa doctrina, la comunidad de vida a que se refiere la ley al tratar de la unión marital de hecho, exige como elemento esencial y objetivo la cohabitación, tomada en el sentido de compartir la misma residencia o vivienda y es ese elemento estructural que debe darse para que se configure la unión marital de hecho, pero además, consagra un elemento subjetivo, traducido en la existencia de un vínculo con todas las apariencias de matrimonio que evidencie la entrega común de cuerpos y alma, la intención de formar un hogar.

3.1) Las pruebas recogidas en el proceso permiten inferir con seguridad que los señores Teresita Grajales Adarve y Ángel Abdón Reina García convivieron como pareja en varios sitios de esta ciudad, como lo percibieron testigos que adelante se relacionarán y que por las razones que consignan en sus testimonios, dan cuenta de esa especial relación aproximadamente desde el año 1997. Sin embargo, no precisan la fecha en que terminó.
Juan Gabriel Henao Santamaría conoció a Teresita y Abdón viviendo juntos en el año 1997, hecho que percibió con motivo de la relación amorosa que para entonces inició con una hija de la primera y que se prolongó por tres años. Continuó visitando la residencia en la que habitaban, pero no recuerda durante cuánto tiempo, a pesar de lo cual asegura que esa relación perduró cinco años.
Luz Stella García Botero dijo que en 1997 se reencontró en el Seguro Social, donde trabaja, con María Teresa quien fuera su compañera de estudio; para entonces hacía vida marital con el señor Ángel quien la recogía y acompañaba en la cotidianidad; además los visitó en algunas oportunidades en el edificio en el que vivían y ella era quien le otorgaba permisos a la demandante para acompañarlo en sus citas médicas y que como pareja eran conocidos en el medio laboral y social, sin que se hubiese enterado de que la relación se hubiese interrumpido.
Aunque no precisa fechas, Luz Marina Calle Rendón afirmó que Teresa y Ángel vivieron juntos en el barrio Gamma, en el edificio Cataluña y en El Mirador del Parque, convivencia que se prolongó por espacio de nueve años, lo que le consta porque se realizaban mutuas visitas. 

Pilar Rojas Marulanda dijo que es amiga de Juliana, hija de la actora, desde cuando tenía trece años de edad y para entonces la visitaba en el apartamento del edificio Malibú en el que vivía su mamá con el señor Ángel; que perdieron contacto por algún tiempo y se volvieron a encontrar en el edificio El Mirador del Parque donde la convivencia se mantenía como lo pudo percibir en las visitas que realizaba; que posteriormente su amiga se radicó en el exterior, a pesar de lo cual continuó yendo al lugar y posteriormente se enteró por comentarios de terceras personas que el señor Ángel había fallecido, pero no fue clara respecto al período durante el cual se prolongó esa convivencia.

María Teresa del Niño Jesús Giraldo de Velasco dijo que conoció a María Teresa y a Ángel como esposos en 1998 porque frecuentaban el mismo grupo cultural; que visitaba los sábados el apartamento en el edifico El Parque, pero no sabe si fue en 1998, 2002 ó 2003; que su trato era el propio de esposos y compartían la misma habitación; que cuando el señor se enfermó lo trasladaron a Cali por la gravedad de sus dolencias; que esa convivencia se prolongó hasta mediados de 2003 cuando Ángel falleció, aunque más adelante afirmó que según se lo comentó María Teresa, se habían distanciado por algún tiempo, pero no recuerda en qué fecha; además que no sabe dónde vivía para entonces, porque había dejado de visitarla y solo se comunicaban por teléfono.

Leydi Marina González Ospina afirmó que como pareja marital vivían Teresa y Ángel en el edificio El Mirador del Parque, toda vez que laboró por días como empleada doméstica en ese lugar desde 1999 ó 2000 y no ha dejado de hacerlo para la primera. Explicó que en el sitio mencionado compartían la misma alcoba y que esa convivencia se extendió por espacio de cuatro años. De sus aseveraciones, sin embargo, no puede inferirse con seguridad el tiempo durante el cual se prolongó la relación que efectivamente percibió, toda vez que expresó que el fallecimiento de Ángel se produjo en la ciudad de Cali y para entonces Teresa vivía en otro edificio, concretamente en Torrentes y que ignora si en esa época la convivencia todavía existía porque, según lo explicó, la actora viaja cada diciembre a los Estados Unidos y fue ella quien le comentó, a su regresó, que él estaba muy mal y que estaba haciendo trámites para su traslado a la ciudad de Cali.

Liliana Patricia Grajales Adarve expresó que su hermana Teresita conoció a Ángel hace aproximadamente ocho o nueve años; que vivieron juntos en el barrio Gamma y en el edificio El Mirador del Parque, sitios en los que ella los visitó, pero tampoco de sus aseveraciones puede deducirse por cuanto tiempo se  mantuvo la convivencia porque dijo que Ángel falleció en Cali, sin que pudiera recordar durante cuánto tiempo permaneció en ese lugar.
María Elena García López dijo que Teresita convivió maritalmente con Ángel por espacio de diez años hasta cuando el último falleció; pero los visitó en una sola ocasión “de carrerón” y aunque aduce que pudo percibir  calidad de hogar, amor, orden y mucho cariño, considera la Sala que esa única oportunidad que con ellos compartió, no acredita que la relación como esposos se prolongó por el período a que se refiere la testigo, ni aún a pesar de su manifestación en el sentido de que los veía con frecuencia en el sitio donde Teresita trabaja en el que se suministraban un trato cariñoso, pues esa es manifestación equívoca, que de manera aislada, sin otras pruebas que la respalden, no pueden servir de fundamento para considerar que la relación marital permaneció por espacio de diez años.

Igual comentario merece el testimonio de Ana Karina Gartner Xarau, compañera de trabajo de la actora en el Seguro Social desde 1997 y con quien tuvo más contacto a partir de 1999 cuando conoció como su esposo al señor Ángel, quien la recogía en el lugar donde laboraban. Ella se encargaba de pedirle las citas en el instituto para niños ciegos y sordos, pues el citado señor perdió la visión, y le dejaba documentos en El Mirador del Parque, donde la pareja  residía. Sostiene que los consideraba esposos porque en una ocasión los visitó y estaban solos, porque eso era lo que se comentaba, así se trataban y porque los veía caminando juntos por la Avenida Circunvalar. 

Diego Arbeláez Deaza conoció a Teresa y a Ángel como pareja, ya que compartían el mismo apartamento en el edificio El Mirador del Parque en el que preside el Consejo de Administración.  Sostuvo que esa convivencia se prolongó desde 1998 hasta comienzos de 2003 cuando desocuparon el inmueble, pero su testimonio carece de valor demostrativo porque no se le interrogó sobre las circunstancias en que se desarrollaba esa convivencia de la que pueda deducirse que lo hacían maritalmente, ya que de otro lado no expresó haber visitado el interior de la vivienda.

3.2) Otros testimonios se escucharon a instancias de la parte demandante, pero ninguno demuestra con certeza la configuración de los elementos que estructuran la unión marital de hecho.

José Rubiel Osorio Hurtado es un testigo de oídas, se enteró de la relación que existía entre Teresita y Ángel porque aquella se lo presentó como el marido, pero nunca los visitó en el lugar donde residieron. También Verónica González González, quien tuvo conocimiento de la convivencia entre la pareja de marras hace más o menos ocho años por los mismos comentarios, ya que nunca los visitó, aunque los vio juntos por casualidad en algunas ocasiones. Lo mismo puede afirmarse de la versión del señor Jaime Ladino Ríos, quien estuvo casado con la demandante y por comentarios de su hija Juliana se enteró de la convivencia marital entre aquella y el señor Ángel.
Tampoco acreditan la fecha en que terminó la  relación marital sobre la que se edifican las pretensiones de la demanda, las siguientes pruebas:

El contrato que suscribió la actora con la empresa SER,  en la que incluye al señor Ángel Reina como usuario, porque se celebró el 26 de febrero de 2002 y se desconoce la fecha en que terminó.  (folio 174, cuaderno No. 1).

La constancia expedida por el Fondo de empleados de Salud de Risaralda, en la que se indica que la actora es asociada de la entidad y que como beneficiario aparece inscrito su esposo el señor Ángel Reina, porque la información que el documento contiene la suministró la misma demandante, quien ni siquiera la ha corregido para que se excluya al citado señor, quien falleció desde marzo de 2003. (folio 173, cuaderno No. 1).

La certificación que contiene la relación de los días de permisos que se otorgaron a la demandante para ausentarse del trabajo, suscrita por el Jefe del Departamento de Recursos Humanos del ISS y que incluye los días 22 de febrero de 2002 por enfermedad de su esposo, 11 y 18 de octubre del mismo año para acompañar a su esposo a consultas médicas a Cali, no menciona a quién se refiere con esa calidad y aceptando en gracia de discusión que fuera al señor Reina García, tampoco se extienden hasta la fecha en que según la actora se prolongó la unión, pero además tales documentos traducen las afirmaciones que hizo la misma señora al solicitar los permisos y por tanto, quien suscribe esos documentos no puede dar fe de la existencia de esa clase de vínculo, ni siquiera porque aquel en el que expresa que disfrutó de licencia por el fallecimiento de su esposo, coincida con aquella en la que se produjo el deceso del señor Ángel Reina. (folios 178, 180 y 181, cuaderno No. 1). 

La constancia sobre el permiso que otorgó el jefe de Recursos Humanos del Seguro Social a la actora para viajar a la ciudad de Cali los días 18 y 19 de febrero de 2003, no menciona  la finalidad del permiso. (folio 179, cuaderno No. 1).
De las fotografías en la que se dice figuran como protagonistas Ángel y Teresita no es posible determinar si lo fueron en época diferente a aquella en la que a juicio de la Sala, la unión existió. (folios 266 a 271, cuaderno No. 1).

Las certificaciones que remitió el Instituto de Seguros Sociales no dan cuenta de la inscripción del señor Reina García como beneficiario en calidad de compañero permanente de la demandante. (folios 243 a 246, cuaderno No. 2).
La constancia expedida por el Director del Instituto de Quimiterapia de Risaralda y los registros sobre prestación de servicios en esa entidad a Ángel Reina, durante el año 2002 y en enero de 2003 tampoco son prueba idónea de la unión marital entre él y Teresita, porque aunque en la primera se indica que como compañera permanente lo asistía, esa afirmación no se sustenta de manera alguna. (folios 340 a 345, cuaderno 2).

3.3) La Sala concede valor demostrativo a las expresiones de la señora Ana Beiba Cortés de Giraldo, incluso respecto a la fecha en que la pareja rompió su relación, en noviembre de 2002, porque sus relatos se perciben sinceros de acuerdo con las demás  pruebas que a continuación se relacionan, de las que se infiere que la comunidad marital no se prolongó hasta el 3 de marzo de 2003,  fecha en que se produjo el fallecimiento de Ángel Abdón Reina García, como se afirmó en la demanda.

La citada señora, quien laboró al servicio de Ángel y Teresita como su empleada doméstica en el edificio Mirador del Parque entre enero y noviembre de 2002, dijo que allí compartían la misma habitación y que en el último mes citado, doña Teresa se fue del lugar; posteriormente Ángel se enfermó y eran ella y Alberto Reina los encargados de cuidarlo en el Seguro Social; luego lo trasladaron para Cali y allí hizo lo mismo en compañía de la señora Yolanda, esposa del enfermo.

De otro lado la actora, al otorgar una escritura pública ante la Notaría Quinta del Círculo de Pereira, el 28 de enero de 2003, se identificó como “soltera, sin unión marital de hecho” y esa manifestación constituye una confesión, la que reúne los requisitos del artículo 195 del  Código de Procedimiento Civil y por ende, debe ser apreciada.

Esa confesión no puede considerarse desvirtuada con los argumentos de la demandante al aducir que esa declaración la hizo porque compraba un inmueble para su hija, hecho del que no da cuenta el documento y que tampoco justificaba consignar afirmación falsa respecto a su estado civil. (folios 214 a 222, cuaderno 1).

El Señor Ángel Abdón también le desconoció esa calidad al otorgar,  el 27 de diciembre de 2002, escritura pública ante el Notario Sexto de esta ciudad, acto en el que se identificó como persona casada, con sociedad conyugal disuelta y liquidada. (folio 96 a 104, cuaderno No. 1).

En la misiva que obra a folio 171 y cuya autoría se adjudica al señor Reina García, éste se refiere a Teresita Grajales como su amada “ausente”.

Las constancias expedidas por el Jefe de Servicios y Coordinación Social del Club Campestre de Pereira evidencian que el señor Ángel Abdón Reina fue socio de esa corporación desde 1993 hasta marzo de 2003 y como beneficiarios incluyó a su esposa Yolanda Casas de Reina y a sus hijos, sin que se reconozca ese carácter a la demandante. (folios 236 y 237, cuaderno No. 1).

De acuerdo con certificación expedida por el Técnico de Servicios Administrativos-Departamento Comercial del Seguro Social, la señora Teresita Grajales vinculó como beneficiario a Ángel Abdón Reina García al sistema de seguridad social en salud desde el 28 de noviembre de 2000, se retiró el 3 de diciembre de 2002 y se vinculó como trabajador independiente el 9 del mismo mes. (folio 247, cuaderno No. 1).

El 9 de diciembre de 2002 el señor Ángel Abdón Reina García solicitó su afiliación al sistema general de riesgos profesionales y de seguridad social en salud en el Seguro Social de Pereira, como trabajador dependiente del señor Ángel Alberto Reina Casas, es decir, no lo estaba para entonces como compañero de la demandante.  (folios  240 y 241, cuaderno No. 1).

El señor Ángel Reina, de acuerdo con la historia clínica que obra a folios 5 a 90 del cuaderno No. 3, fue tratado en la Clínica Rafael Uribe Uribe de la ciudad de Cali, desde el 22 de enero de 2003 y fue en ese lugar donde murió pocos meses después.

No fue la demandante la encargada de ofrecer las honras fúnebres con motivo del fallecimiento del señor Ángel Reina, como se evidencia de las afirmaciones que hicieron las señoras María Yaneth Yepes Montes y Leidy Marina González Ospina, quienes en compañía de la actora se trasladaron a la ciudad de Cali, pero no se presentaron en la casa de velación; llegaron directamente a la capilla del cementerio.
Por último, Lina María Villa Cifuentes, esposa del codemandado Ángel Alberto Reina Casas, también se refirió a la convivencia de Teresita y Ángel Abdón en el año 1996 cuando lo hicieron en un apartamento en el edificio Malibú, pero ese mismo año el primero se fue del lugar y se radicó en la ciudad de Cali con la esposa, quien le colaboraba en el procedimiento de diálisis al que debía someterse tres veces a la semana. También  se enteró que compartieron el mismo apartamento, aunque como amigos, en el edificio El Mirador del Parque, entre 1998 y noviembre de 2002, época para la cual habían regresado de un viaje a Cartagena del que Ángel llegó muy decepcionado y sólo volvió al apartamento cuando Teresita dejó de habitar en él.  Aunque la deponente sostiene que la relación entre las personas que menciona era de una simple amistad, coincide con la testigo Aba Abeiba respecto a la fecha en que dejaron de compartir el mismo apartamento. 

3.4) Otra serie de pruebas arrimaron los demandados para demostrar  que no existió entre la pareja de marras la relación que se proclama en la demanda, pero ese es hecho que no requiere prueba, como respuesta al aforismo popular de que las negaciones no se prueban, pues esa carga debe asumirla quien afirma.

3.5) Con los interrogatorios que absolvieron los demandados se trató de obtener su confesión, pero ello no se logró, porque aunque Javier Ignacio Reina Casas afirmó que Teresa y su padre compartieron el mismo apartamento entre febrero y comienzos de noviembre de 2002, sostuvo que sólo fue en calidad de amigos. Los demás insistieron la existencia de una relación marital entre sus progenitores, a pesar de que se encontraban separados legalmente de cuerpos. 

Tampoco se logró obtener la confesión de la demandante con el interrogatorio que absolvió, pues insistió en que  sostuvo una relación marital con Ángel desde finales de 1994 hasta el día de su fallecimiento, aunque estuvo en Cali donde algunos familiares, sometido a tratamientos médicos.

4) El análisis en conjunto de las pruebas que se acaban de resumir demuestra con seguridad que efectivamente Teresita Grajales Adarve y Ángel Abdón Reina García sostuvieron una relación de naturaleza marital, entre ellos existió un vínculo con todas las apariencias de matrimonio, hubo entrega común de cuerpos y alma, conformaron un hogar, tuvieron una comunidad de vida permanente y singular y por ello puede considerarse suficientemente acreditada la existencia de la unión marital de hecho específica.

Aunque los testigos no pudieron señalar con mayor precisión la fecha en que se inició la relación marital entre Teresita y Ángel Abdón, lo que es apenas natural en razón al largo período que corrió desde entonces  y aquella en dieron versión, de sus aseveraciones puede afirmarse que fue en el año 1997. A esa especial relación se puso término a finales de noviembre de 2002 cuando la primera se radicó sola en otro lugar y poco después lo hizo el segundo en la ciudad de Cali, lugar donde se atendieron sus graves dolencias y falleció, hecho que se acreditó plenamente con el testimonio de Ana Beiba Cortés de Giraldo, quien fuera hasta ese mes la empleada doméstica de la pareja y siguió atendiendo al varón en la ciudad donde ubicó su residencia hasta el día de su muerte; además, lo confirman el hecho de haber permanecido hasta entonces afiliado a los servicios médicos como beneficiario de quien fuera su compañera hasta comienzos del mes siguiente cuando se retiró para vincularse como trabajador independiente y de las manifestaciones que consignaron en escrituras públicas ambos compañeros, otorgadas con posterioridad, en las que ambos desconocieron la existencia de la unión, razones por las cuales puede ubicarse la fecha de terminación de esa relación el 30 del referido mes.

5) El juzgado, en la sentencia impugnada consideró que no se cumplían los requisitos de permanencia y singularidad propios de la unión porque el causante sostenía una relación con su esposa, aunque se encontraba separado de cuerpos de ella, hechos que además alegaron los demandados al proponer las excepciones de falta de legitimación por activa y falta de los presupuestos sustanciales,  pero las pruebas incorporadas al proceso no permiten deducir la existencia de una relación marital entre ellos. Ningún medio probatorio pone en evidencia que juntos compartieran una misma vivienda, el lugar en el que lo hacían, el período durante el que se prolongó, el trato que se suministraban, ni algún otro hecho que con toda seguridad demostrara su existencia.
6) Establecida la unión marital de hecho entre Teresita Grajales y Ángel Reina, es menester determinar si cumple los requisitos del artículo 2º de la Ley 54 de 1990 para que produzca consecuencias patrimoniales.

Uno de ellos lo constituye el plazo bienal y como lo demuestran los testimonios que sirvieron de respaldo para concluir que existió la unión marital de hecho, ella tuvo una duración superior a dos años, pues comenzó aproximadamente en 1997 y terminó en noviembre de 2002.
Exige también la ley que los compañeros permanentes no tengan impedimento alguno para contraer matrimonio o que de existir alguno, la sociedad o sociedades conyugales anteriores hayan sido disueltas antes de la unión.  En este evento, como lo acreditan los documentos de origen notarial que se aportaron con la demanda, cada uno de los compañeros tenía vínculo matrimonial vigente, pero la sociedad de aquella naturaleza que tuvo Teresita Grajales   con Jaime Ladino se disolvió con la sentencia de separación de cuerpos proferida por este Tribunal el 10 de febrero de 1988 y el señor Ángel Abdón Reina García liquidó la suya con Yolanda Casas por escritura pública No.4.049 del 30 de septiembre de 1993, otorgada en la Notaría Trece de Cali. (folios 3 a 15, cuaderno No. 1).
Lo hasta aquí expuesto es suficiente para sostener que entre los citados existió la unión marital de hecho pregonada en la demanda, la que inicialmente produjo consecuencias patrimoniales.

7) Sin embargo, los demandados propusieron como excepción de fondo la de prescripción, con fundamento en que la acción se promovió cuando había vencido el término para ello.

El artículo 8 de la Ley 54 de 1990 textualmente dice:

“Las acciones para obtener la disolución y liquidación de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, prescriben en un año, a partir de la separación física y definitiva de los compañeros, del matrimonio con terceros o de la muerte de uno o de ambos compañeros.”

En el caso bajo estudio, desde la fecha en que terminó la unión, en noviembre de 2002 y aquella en que se formuló la acción, el 2 de diciembre de 2003, de acuerdo con la constancia que obra a folio    32 del cuaderno principal, corrió un término superior a un año y en consecuencia,  se produjo la prescripción de la acción.
En esas condiciones, se revocará la sentencia impugnada en cuanto negó el reconocimiento de la unión marital de hecho pregonada en la demanda, pero se declarará que prescribió la acción para obtener la declaratoria de disolución de sus efectos patrimoniales y en consecuencia, probada la excepción que al efecto propusieron los demandados.

La demandante será condenada a pagar las costas causadas en ambas instancias, en un 50% de su valor, porque las pretensiones prosperaron parcialmente.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de  Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE :

1º. REVOCAR la sentencia proferida el 16 de enero de 2008,  por el Juzgado Segundo de Familia de la ciudad, en el proceso ordinario sobre unión marital de hecho que promovió la señora Teresita Grajales Adarve contra los señores Ángel Alberto, Javier Ignacio y Adriana Reina Casas, en su calidad de herederos determinados del señor Ángel Abdón Reina García y contra los demás indeterminados.

2º  DECLARAR que entre los señores Teresita Grajales Adarve y Ángel Abdón Reina García existió una unión marital de hecho entre 1997 y el 30 de noviembre de 2002.

3º DECLARAR probada la excepción de prescripción de la acción para obtener la declaratoria de disolución y liquidación de la sociedad patrimonial que surgió como consecuencia de esa unión.

4º DECLARAR no probadas las demás excepciones propuestas.

5º Se condena a la demandante a pagar las costas causadas en ambas instancias, en un 50% de su valor. Tásense
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

LOS MAGISTRADOS, 

CLAUDIA MARIA ARCILA RIOS. 

                     
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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